
 
 
 

           
 

 
 

           CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE LIMA 
QUINTO JUZGADO  ESPECIALIZADO EN LO CONSTITUCIONAL 
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DEMANDADO : PODER JUDICIAL , 
DEMANDANTE : ROSPIGLIOSI CAPURRO, FERNANDO MIGUEL 
 

SENTENCIA 
 
Resolución N°  05  
Lima, 10 de agosto del 2026. 
 
VISTOS. 
La demanda de Habeas Corpus promovida por el ciudadano FERNANDO 
ROSPIGLIOSI  CAPURRO, a su favor,  contra el  PODER JUDICIAL por supuesto 
atentado contra su Libertad Individual- DERECHO AL JUEZ  NATAURAL.-; y, 
CONSIDERANDO: 

 
I. FUNDAMENTOS DEL DEMANDANTE 

 
PETITORIO: 
El actor pretende que, el Juzgado Constitucional, declare fundada la demanda y se 
DISPONGA;  como; 
Pretensión principal;  la nulidad de la resolución N° 01, y por consiguiente de todo lo 
actuado en el proceso penal de querella  en el expediente  1-2025; asimismo, se 
disponga  su  reconducción  al órgano  competente;  
Pretensión accesoria; la nulidad de la sentencia contenida en la Resolución N° 16 de 
fecha 15 de abril de 2026, emitid por el Segundo Juzgado  Supremo  Unipersonal  de la 
Corte Suprema  (Juez  Norma  Beatriz  Carbajal Chávez),  mediante el cual se le 
condena  como autor del delito contra el honor  en la modalidad de difamación  
agravada en agravio de  Delia  Milagros Espinoza  Valenzuela; 
 
DERECHO CONSTITUCIONAL AFECTADO 
Derecho a la Libertad y Seguridad Personal, Derecho a la Tutela procesal efectiva, 
vulneración de su derecho a la debida motivación de las resoluciones judiciales, 
derecho a las garantías del debido proceso.  
 
RESUMEN DE LOS ARGUMENTOS RELEVANTES DE LA DEMANDA:  
De la demanda analizada, se observa que el accionante interpone la presente demanda 
de Habeas Corpus sosteniendo:  



• Expone que, las expresiones atribuidas al querellado deben analizarse dentro de 
un contexto político e institucional de alto interés público, relacionado con la 
actuación de la entonces Fiscal de la Nación en investigaciones relevantes para 
el país. En su calidad de congresista, el querellado habría emitido opiniones y 
críticas como parte de sus funciones de representación y control político. 

• Entre julio y septiembre de 2025, realizó diversas publicaciones en la red social 
X, entrevistas televisivas y declaraciones a medios de comunicación 
cuestionando la actuación de la querellante. La defensa afirma que dichas 
manifestaciones constituyen una línea continua de crítica política y no hechos 
aislados, debiendo interpretarse como juicios de valor propios del debate 
democrático. 

• Asimismo, argumenta que el lenguaje utilizado, aunque severo o 
confrontacional, responde a las características del debate político y mediático, 
por lo que tales expresiones deben evaluarse conforme a los estándares 
constitucionales e internacionales que protegen la libertad de expresión, 
especialmente cuando se trata de funcionarios públicos sometidos a escrutinio 
ciudadano. 

• Señala que, el proceso culminó con un adelanto de fallo emitido el 7 de abril de 
2026, mediante el cual se declaró al querellado responsable del delito de 
difamación agravada. Posteriormente, mediante sentencia de fecha 15 de abril 
de 2026, se desarrollaron los fundamentos de la decisión. 

• Refiere que, según la sentencia, el querellado habría realizado un uso abusivo 
de la libertad de expresión al calificar a la querellante como “aliada del 
terrorismo y de las economías ilegales”, entre otras expresiones, 
considerándolas imputaciones sin sustento que afectaron gravemente su honor 
y reputación. La jueza concluyó que la difusión de estas expresiones por redes 
sociales y medios de comunicación justificaba la imposición de una sanción 
penal, al estimar que no constituían un ejercicio legítimo de la libertad de 
expresión. 

• Se cuestiona esta decisión porque considera que no se realizó una adecuada 
ponderación entre el derecho al honor y la libertad de expresión en asuntos de 
interés público. Sostiene que la sentencia no valoró suficientemente el contexto 
político de las declaraciones ni el rol del querellado como congresista. 

• Como consecuencia de la condena, se impuso una pena de nueve meses de 
prisión suspendida, cien días multa y una reparación civil de S/ 200,000. 
Además, la sentencia consideró que existía un patrón reiterado de conductas 
difamatorias basado en diversas publicaciones y declaraciones efectuadas entre 
julio y septiembre de 2025. 

• La defensa sostiene que, la magistrada realizó una valoración conjunta y 
generalizada de los hechos, sin analizar individualmente cada intervención, y 
aplicó una interpretación restrictiva de la libertad de expresión, pese a que la 
jurisprudencia constitucional e internacional reconoce una protección reforzada 



para las expresiones vinculadas a asuntos de interés público y a la crítica de 
altos funcionarios del Estado. 

• Refiere también que, las resoluciones judiciales emitidas en el proceso vulneran 
el derecho al debido proceso, específicamente las garantías del juez natural y de 
la debida motivación, porque sometieron al congresista procesado directamente 
a la jurisdicción penal ordinaria sin tramitar previamente el antejuicio político 
previsto en los artículos 99 y 100 de la Constitución. 

• También afirma que las resoluciones cuestionadas guardan silencio absoluto 
sobre la procedencia o inaplicabilidad del antejuicio político, omitiendo 
justificar por qué esta prerrogativa constitucional no resultaría aplicable. Según 
la defensa, esta omisión afecta directamente la competencia del juez ordinario y 
convierte la decisión en arbitraria. 

• Señala que, asimismo, se cuestiona que el órgano jurisdiccional haya asumido, 
sin motivación suficiente, que los hechos imputados constituyen un delito 
común, lo que permitió su procesamiento en la vía penal ordinaria. La defensa 
considera que esta calificación debía ser objeto de un análisis constitucional 
previo y no una simple premisa. 

• Sostiene que, la sentencia también invoca antecedentes judiciales en casos 
similares de congresistas para justificar la competencia de la jurisdicción 
ordinaria; sin embargo, la defensa sostiene que no se evaluó si las expresiones 
cuestionadas estaban vinculadas al ejercicio de la función congresal. En 
consecuencia, afirma que se vulneró el derecho al juez natural y que las 
actuaciones judiciales serían nulas por haber desconocido el procedimiento 
constitucional correspondiente. 

• Asimismo, señala que se vulneró la garantía constitucional de inviolabilidad de 
opinión parlamentaria reconocida en el artículo 93 de la Constitución. Según el 
planteamiento, la sentencia asumió que las expresiones atribuidas al congresista 
constituían difamación sin analizar si fueron emitidas en el ejercicio de 
funciones parlamentarias, ni evaluar su contexto, finalidad o relación con 
labores de representación, fiscalización o control político. 

• También argumenta que el juez descartó implícitamente la protección 
constitucional de la inviolabilidad parlamentaria sin desarrollar una motivación 
suficiente, incurriendo en una motivación aparente o inexistente. Dado que esta 
garantía busca proteger la independencia funcional de los congresistas, su 
exclusión requería una fundamentación rigurosa que no fue realizada. 

• Sostiene también que, la inviolabilidad parlamentaria impide que los 
congresistas sean responsabilizados por las opiniones emitidas en ejercicio de 
sus funciones. Aunque el Tribunal Constitucional ha señalado que esta 
protección debe interpretarse de manera restrictiva, la defensa considera que no 
existe una definición clara sobre qué debe entenderse por “ejercicio de 
funciones congresales”. 

• Que, bajo esa premisa, sostiene que existen dos escenarios: si las expresiones no 
fueron emitidas en ejercicio de funciones parlamentarias, podrían ser 
perseguidas penalmente; pero sí forman parte de dichas funciones, no solo 



correspondería el antejuicio político, sino que además estarían 
constitucionalmente protegidas y carecerían de relevancia penal. 

• También argumenta que la función parlamentaria moderna no se limita a las 
intervenciones dentro del Congreso, sino que también comprende declaraciones 
públicas, entrevistas y publicaciones en medios y redes sociales cuando están 
relacionadas con labores de representación, fiscalización y control político. 

• En el caso concreto, sostiene que las expresiones dirigidas contra la entonces 
Fiscal de la Nación estaban vinculadas a cuestionamientos sobre su desempeño 
funcional en asuntos de interés público, por lo que pueden considerarse parte 
del ejercicio del control político parlamentario. 

• También invoca la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, señalando que los funcionarios públicos están sujetos a un mayor 
nivel de escrutinio y deben tolerar críticas más intensas que los particulares. Se 
citan los casos Kimel vs. Argentina y Baraona Bray vs. Chile, en los que la Corte 
sostuvo que las opiniones sobre asuntos de interés público gozan de una 
protección reforzada, incluso cuando resultan severas, incómodas o 
perturbadoras para los funcionarios públicos. Asimismo, se destaca que el uso 
del derecho penal para sancionar este tipo de expresiones debe ser excepcional 
y que existen mecanismos menos restrictivos para proteger el honor. Aplicando 
estos criterios, la defensa sostiene que las declaraciones cuestionadas cumplen 
los requisitos para ser consideradas parte del debate público: estaban dirigidas 
a una alta funcionaria del Estado, se referían a su actuación en el cargo y 
versaban sobre asuntos de evidente interés público. 

• Asimismo, expone que la sentencia omitió analizar adecuadamente estos 
aspectos constitucionales y convencionales, permitiendo la imposición de una 
sanción penal sin justificar la inaplicación de la inviolabilidad parlamentaria. 

• También afirma que ello genera un efecto inhibidor sobre la función de control 
político de los congresistas y restringe el debate democrático. Por tal motivo, 
solicita que el hábeas corpus no solo declare la nulidad de las resoluciones 
cuestionadas, sino que disponga el archivo definitivo del proceso penal, al 
considerar que los hechos imputados están protegidos por la inviolabilidad de 
opinión parlamentaria y, por tanto, no pueden ser objeto de persecución penal. 

• Argumenta también que la sentencia vulnera el derecho fundamental a la 
libertad de expresión al imponer una sanción penal por declaraciones que 
constituyen opiniones o juicios de valor emitidos en el marco de un debate 
político de interés público, y no afirmaciones fácticas susceptibles de ser 
verificadas. Asimismo, cuestiona que el juez calificara determinadas 
expresiones como abusivas sin realizar una adecuada ponderación entre la 
libertad de expresión y el derecho al honor. 

• Señala que la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
y del Tribunal Constitucional reconoce una protección reforzada a las 
opiniones, ya que estas no están sujetas a criterios de veracidad como ocurre 



con las afirmaciones de hecho. Por ello, las expresiones cuestionadas deben 
analizarse dentro del contexto político en que fueron emitidas. 

• Refiere que, la defensa destaca que las declaraciones se referían a la actuación 
de la Fiscal de la Nación en asuntos de alta relevancia pública, por lo que 
forman parte del debate democrático y del control político. En este ámbito, la 
libertad de expresión alcanza su máxima protección, especialmente cuando 
involucra críticas dirigidas a altos funcionarios públicos, quienes están 
sometidos a un mayor nivel de escrutinio y deben tolerar un umbral más 
amplio de crítica. 

• Las expresiones atribuidas al recurrente forman parte de una posición política 
sostenida y no de una campaña difamatoria autónoma. Por ello, se cuestiona 
que el órgano jurisdiccional haya analizado frases aisladas sin considerar el 
contexto general, metodología que —según la defensa— ha sido rechazada por 
la jurisprudencia interamericana. 

• Que, para reforzar su posición, la defensa menciona diversos ejemplos del 
debate político peruano en los que congresistas y otros actores políticos han 
utilizado expresiones duras, descalificatorias o vehementes contra autoridades 
públicas, sin que ello implique necesariamente la pérdida de protección 
constitucional de la libertad de expresión. Estos casos evidenciarían que el 
lenguaje intenso es una característica frecuente del discurso político. 

• Finalmente, critica el uso del derecho penal como mecanismo de sanción, 
recordando que la Corte Interamericana ha señalado que la intervención penal 
en materia de libertad de expresión debe ser excepcional, debido a su efecto 
inhibidor sobre el debate público. Bajo el principio de “última ratio”, la defensa 
sostiene que cualquier eventual afectación al honor pudo ser atendida mediante 
mecanismos menos restrictivos, como la rectificación o la vía civil. 

• Concluye sosteniendo que la condena resulta desproporcionada e incompatible 
con los estándares constitucionales e interamericanos de protección de la 
libertad de expresión, al sancionar manifestaciones emitidas en el contexto de 
un debate político sobre asuntos de evidente interés público. 
 

RESUMEN DE LOS ARGUMENTOS RELEVANTES DE LA CONTESTACION DE 
LA DEMANDA 
El Procurador Público Adjunto del Poder Judicial, se apersona al proceso y contesta la 
demanda solicitando se declare improcedente de conformidad con lo establecido por el 
artículo 7° del NCPConst.  
 

• Señala que, el objeto de la demanda de hábeas corpus consiste en obtener la 
nulidad de la Resolución N.° 01 y de todo lo actuado en el proceso penal de 
querella seguido en el Expediente N.° 12025, así como la nulidad de la 
Sentencia contenida en la Resolución N.° 16, de fecha 15 de abril de 2026, 
mediante la cual Fernando Miguel Rospigliosi Capurro fue condenado por el 
delito de difamación agravada en agravio de Delia Milagros Espinoza 
Valenzuela, alegándose como actos lesivos la tramitación de la querella penal 
sin antejuicio político previo, la supuesta afectación del juez natural, la 



presunta falta de motivación de las resoluciones judiciales, la inaplicación de la 
inviolabilidad de opinión parlamentaria, la vulneración de la libertad de 
expresión y la imposición de una pena privativa de libertad suspendida de 
nueve meses. 

• Que, del análisis conjunto de los agravios se advierte que la demanda no 
evidencia una vulneración manifiesta de la libertad individual ni de la tutela 
procesal efectiva, sino una discrepancia integral con el proceso penal de 
querella y con la Sentencia contenida en la Resolución N.° 16, discrepancia que 
comprende la competencia del órgano judicial, la procedencia del antejuicio 
político, el alcance de la inviolabilidad parlamentaria, la suficiencia de la 
motivación, la ponderación entre libertad de expresión y honor, y la 
proporcionalidad de la sanción penal. 

• Señala que, en tal sentido, la pretensión constitucional no se orienta únicamente 
a restituir la libertad individual frente a un acto arbitrario, sino a obtener la 
nulidad de todo lo actuado, la reconducción del proceso a otro órgano, la 
anulación de la sentencia condenatoria y el archivo definitivo de la querella, 
extremos que revelan la utilización del hábeas corpus como mecanismo 
impugnatorio paralelo y como vía sustitutiva de la jurisdicción penal, por 
consiguiente, corresponde declarar improcedente la demanda, al no concurrir 
los presupuestos excepcionales del hábeas corpus contra resolución judicial, y, 
subordinadamente, declararla infundada, al no haberse acreditado lesión 
manifiesta del juez natural, debido proceso, motivación, antejuicio político, 
inviolabilidad parlamentaria, libertad de expresión ni libertad individual.  

• Así, considera que, los agravios planteados en la demanda constitucional no 
denotan manifiesta vulneración a la libertad personal de la beneficiaria, por 
tanto, deberá declararse improcedente de conformidad al artículo 7.1 del 
Código Procesal Constitucional. 

• El caso materia de pronunciamiento, el beneficiario Fernando Rospigliosi 
Capurro sostiene que la querella penal por difamación agravada seguida en su 
contra vulneró su derecho al juez natural, debido proceso, motivación e 
inviolabilidad parlamentaria, porque, según su tesis, al ser congresista en 
funciones, no podía ser sometido directamente a proceso penal ordinario sin 
previo antejuicio político, solicitando la nulidad de la Resolución N.° 01 y de 
todo lo actuado en el proceso penal de querella, así como la nulidad de la 
Sentencia contenida en la Resolución N.° 16, de fecha 15 de abril de 2026, que lo 
condenó por difamación agravada en agravio de Delia Milagros Espinoza 
Valenzuela. 

• Señala que, la jurisprudencia constitucional aplicable permite sostener una tesis 
central: el antejuicio político no se activa automáticamente por la sola condición 
de congresista, sino únicamente cuando se imputa un delito cometido en el 
ejercicio de la función pública; si se trata de delito común, la regla 
constitucional vigente remite la competencia a la Corte Suprema de Justicia, no 
al Congreso, salvo que se acredite que el hecho tiene naturaleza funcional y 
exige acusación constitucional previa. 



• También refiere que, en la STC Exp. N.° 00006-2003-AI/TC: jurisprudencia 
matriz sobre antejuicio, juicio político y proceso penal, distingue, con carácter 
estructural, dos procedimientos constitucionales diferentes: el antejuicio 
político y el juicio político, ambos regulados en los artículos 99 y 100 de la 
Constitución, pero con naturaleza, objeto y efectos distintos, el antejuicio 
político es una prerrogativa funcional de determinados altos funcionarios, entre 
ellos los congresistas, que impide que sean procesados penalmente por la 
jurisdicción ordinaria por delitos cometidos en el ejercicio de sus funciones, si 
previamente el Congreso no ha determinado la verosimilitud de los hechos y su 
subsunción en un tipo penal funcional.  

• Señala que, el TC precisa que, en el antejuicio, el Congreso puede investigar y 
acusar, pero no sanciona penalmente, pues la facultad de imponer sanciones 
jurídico-penales corresponde exclusivamente al Poder Judicial, de modo que el 
Congreso actúa como filtro político-jurisdiccional previo, no como juez penal 
decisor, la misma sentencia diferencia el antejuicio de la inmunidad 
parlamentaria, precisando que la inmunidad se vincula a delitos comunes y 
busca descartar móviles políticos en una denuncia penal, mientras que el 
antejuicio se refiere a delitos funcionales y exige una acusación constitucional 
previa cuando el hecho imputado aparece conectado con el ejercicio de la 
función pública. 

• Asimismo señala que,  el TC separa el juicio político del proceso penal, 
señalando que el juicio político no tiene por finalidad castigar un delito, sino 
valorar una falta política o infracción constitucional; por ello, mientras la 
función punitivo-jurisdiccional pertenece al Poder Judicial, la función político-
punitiva pertenece al Congreso cuando se trata de responsabilidad política, la 
frase más útil para el caso es la siguiente: el juicio político no es un juicio penal, 
porque no busca castigar penalmente, sino separar del cargo, impedir la 
permanencia en el poder o sancionar políticamente una inconducta 
constitucional grave. 

• Señala que, sobre la Regla aplicable al caso, la STC 00006-2003-AI/TC permite 
sostener que la defensa del beneficiario incurre en una premisa incompleta si 
afirma que todo proceso penal contra congresista exige antejuicio, pues la 
regla constitucional no es subjetiva pura, sino funcional: debe analizarse si el 
hecho imputado corresponde a un delito de función o a un delito común. STC 
Exp. N.° 00030-2010-PHC/TC: el antejuicio como prerrogativa funcional, no 
como inmunidad personal ilimitada, refuerza que el antejuicio político es una 
prerrogativa funcional temporalmente delimitada, no un privilegio personal 
absoluto, pues el artículo 99 de la Constitución establece que su vigencia se 
extiende hasta cinco años después del cese del alto funcionario, en dicho caso, 
el TC declaró que, vencido el plazo de cinco años desde el cese, se extingue la 
prerrogativa de antejuicio, cesando la prohibición de denunciar o someter a 
proceso penal directamente al exalto funcionario sin previo procedimiento 
congresal, la importancia de esta sentencia para el caso Rospigliosi no está en el 
plazo, porque aquí se trata de un congresista en funciones, sino en la naturaleza 



de la prerrogativa: el antejuicio no es una inmunidad personal indefinida ni 
una barrera automática frente a cualquier proceso penal, sino una garantía 
funcional sometida a presupuestos constitucionales estrictos. 

• Refiere que, sobre la regla aplicable al caso, la STC 00030-2010-PHC/TC 
permite argumentar que el antejuicio debe interpretarse restrictivamente, como 
garantía funcional vinculada al cargo, no como mecanismo de blindaje general 
frente a toda imputación penal, por lo que el análisis constitucional debe 
concentrarse en determinar si la difamación imputada fue un delito funcional 
o un delito común cometido durante el mandato congresal. 

• Señala que en el Exp. N.° 00004-2024-PCC/TC: control constitucional del 
juicio político y límites de la competencia parlamentaria, el Tribunal 
Constitucional recoge nuevamente la distinción entre antejuicio político y juicio 
político, precisando que ambos son procedimientos de acusación constitucional 
de distinta naturaleza y alcance, el pronunciamiento reitera que el antejuicio 
político impide el procesamiento penal directo de determinados altos 
funcionarios por delitos cometidos en el ejercicio de sus funciones sin previo 
procedimiento ante el Congreso, mientras que el juicio político es un 
procedimiento de contenido eminentemente político, tramitado íntegramente 
ante el Congreso, que puede concluir con suspensión, destitución o 
inhabilitación política, también se precisa que los actos parlamentarios 
derivados del antejuicio y del juicio político no se encuentran absolutamente 
exentos de control judicial, pues el control constitucional puede operar cuando 
se afecten derechos fundamentales, aunque tratándose de juicio político el 
control tiende a ser de forma y no de sustitución de la valoración política del 
Congreso. 

• También señala que, sobre la regla aplicable al caso, este precedente sirve para 
delimitar que el Congreso tiene competencia en materia de acusación 
constitucional, pero esa competencia no desplaza automáticamente al Poder 
Judicial cuando el hecho imputado no es un delito funcional; por tanto, si el 
caso versa sobre difamación agravada atribuida a un congresista, la cuestión 
decisiva no es únicamente la condición subjetiva del procesado, sino la 
conexión objetiva y funcional entre las expresiones y la función parlamentaria. 

• Señala que, la cuestión constitucional central no es si el beneficiario es 
congresista, sino si el hecho imputado es delito funcional. La demanda de 
hábeas corpus sostiene que las resoluciones judiciales cuestionadas sometieron 
al congresista a jurisdicción penal ordinaria sin antejuicio político, afectando el 
juez natural y el debido proceso; sin embargo, conforme a la doctrina 
constitucional de la STC 00006-2003-AI/TC, el antejuicio solo procede frente a 
delitos cometidos en el ejercicio de la función pública, no frente a cualquier 
delito atribuido a un alto funcionario, por tanto, la línea de defensa 
institucional debe afirmar que la sola investidura congresal no convierte todo 
acto comunicativo, entrevista, publicación en redes sociales o declaración 
mediática en función parlamentaria, ni transforma automáticamente una 
imputación por difamación agravada en delito funcional la difamación 



agravada, por regla general, es delito común, no delito de función. El delito de 
difamación agravada protege el honor y la reputación personal, no la correcta 
administración pública ni el ejercicio regular de la función congresal, por ello, 
en principio, se trata de un delito común, aunque sea cometido por una persona 
que ostenta cargo público, en el expediente de origen, la imputación penal se 
basa en expresiones difundidas en redes sociales, entrevistas televisivas y 
medios de comunicación, calificadas por la sentencia como afectaciones al 
honor de la querellante, particularmente por la expresión “aliada del terrorismo 
y de las economías ilegales”.  

• Desde esa perspectiva, el órgano constitucional debe diferenciar entre: a) 
opiniones parlamentarias emitidas en ejercicio estricto de función congresal, 
protegidas por inviolabilidad; b) delitos funcionales, que activarían antejuicio; y 
c) delitos comunes cometidos por congresistas durante el mandato, cuyo 
conocimiento corresponde a la Corte Suprema conforme al artículo 93 vigente. 

• El artículo 93 vigente refuerza la competencia de la Corte Suprema en delitos 
comunes de congresistas. En la sentencia penal incorporada al expediente, se 
recoge la modificación del artículo 93 de la Constitución por la Ley N.° 31118, 
precisándose que la inmunidad parlamentaria fue eliminada y que subsiste la 
inviolabilidad por votos y opiniones emitidos en ejercicio de funciones; 
además, se indica que el procesamiento por delitos comunes imputados a 
congresistas durante el mandato es competencia de la Corte Suprema de 
Justicia, este dato es decisivo: si la imputación por difamación agravada fue 
tratada como delito común cometido durante el ejercicio del mandato 
congresal, la competencia no se desplaza al Congreso mediante antejuicio, sino 
a la Corte Suprema, precisamente como ocurrió en el Expediente N.° 1-2025, 
tramitado ante órgano jurisdiccional supremo, no existe afectación del juez 
natural si el órgano competente fue la Corte Suprema para delito común, Señor 
Juez, la garantía del juez natural exige que el órgano jurisdiccional esté 
predeterminado por la Constitución y la ley; en este caso, si el hecho imputado 
fue calificado como delito común y no como delito funcional, el conocimiento 
por órgano supremo no revela desviación de competencia, sino adecuación al 
artículo 93 de la Constitución vigente.  

• En consecuencia, el argumento del beneficiario solo podría prosperar si 
demuestra, de manera objetiva, que las expresiones atribuidas fueron emitidas 
en ejercicio directo de función parlamentaria y que, por tanto, el hecho tendría 
carácter funcional o estaría cubierto por inviolabilidad parlamentaria; sin esa 
demostración, el reclamo se convierte en una discrepancia con la calificación 
jurídica realizada por el juez penal. 

• Señala que, la inviolabilidad parlamentaria no es absoluta. El expediente de 
origen recoge que la inviolabilidad parlamentaria subsistente protege opiniones 
y votos emitidos en ejercicio de funciones, pero no puede interpretarse como 
una cobertura absoluta para cualquier declaración pública, entrevista o 
publicación en redes sociales, especialmente cuando se atribuyen hechos o 



vínculos delictivos a una persona determinada, por ello, la defensa institucional 
puede sostener que el control constitucional no debe sustituir al juez penal en la 
valoración del contexto, contenido, lesividad, dolo, animus difamandi o 
ponderación entre honor y libertad de expresión, salvo que exista manifiesta 
arbitrariedad, motivación inexistente o vulneración directa del contenido 
constitucionalmente protegido de la libertad personal. 

• Señala que el artículo 9 del Nuevo Código Procesal Constitucional establece 
una regla especial de procedencia para los procesos constitucionales dirigidos 
contra resoluciones judiciales, señalando que el hábeas corpus procede cuando 
una resolución judicial firme vulnera en forma manifiesta la libertad individual 
y la tutela procesal efectiva1, de modo que no toda resolución judicial que 
incida directa o indirectamente en la libertad personal puede ser cuestionada 
mediante hábeas corpus, sino únicamente aquella que cumpla simultáneamente 
con tres exigencias normativas: primero, que se trate de una resolución judicial 
firme; segundo, que exista una vulneración manifiesta de la libertad individual; 
y tercero, que dicha vulneración se encuentre vinculada también con la tutela 
procesal efectiva. 

• En el presente caso, la demanda de hábeas corpus interpuesta por Fernando 
Miguel Rospigliosi Capurro se dirige contra actuaciones producidas dentro del 
proceso penal de querella tramitado en el Expediente N.° 1-2025, así como 
contra la Sentencia contenida en la Resolución N.° 16, de fecha 15 de abril de 
2026, emitida por el Juzgado Penal Supremo Unipersonal de la Corte Suprema 
de Justicia de la República, mediante la cual fue condenado por el delito de 
difamación agravada en agravio de Delia Milagros Espinoza Valenzuela, 
conforme aparece del documento judicial acompañado al expediente 
constitucional. 

• Bajo dicho marco, corresponde afirmar que el artículo 9 del Nuevo Código 
Procesal Constitucional impone un filtro de excepcionalidad reforzada, pues el 
hábeas corpus contra resolución judicial no constituye una vía impugnatoria 
adicional, ni una instancia constitucional abierta para revisar la corrección 
jurídica de una sentencia penal, ni un mecanismo destinado a reexaminar la 
competencia del juez penal, la valoración de las expresiones materia de 
querella, la ponderación entre libertad de expresión y honor, la aplicación del 
antejuicio político o el alcance de la inviolabilidad parlamentaria, salvo que de 
la propia resolución cuestionada se advierta una vulneración patente, directa, 
evidente e intolerable de la libertad individual y de la tutela procesal efectiva.  

• En esa línea, la demanda no supera el primer estándar exigido por el artículo 9, 
se advierte la notificación de la Resolución N.° 16, de fecha 15 de abril de 2026, 
pero no se aprecia una constancia expresa de firmeza, consentimiento o 
ejecutoria de dicha sentencia, por tanto, mientras la parte demandante no 
acredite documentalmente que la resolución judicial cuestionada tiene la 

 
1 Nuevo Código Procesal Constitucional, Ley N.° 31307, artículo 9: “El habeas corpus procede cuando una resolución judicial firme 
vulnera en forma manifiesta la libertad individual y la tutela procesal efectiva”; texto publicado por el Tribunal Constitucional en el 
compendio del Nuevo Código Procesal Constitucional, y concordante con la versión consolidada de la Ley N.° 31307 publicada por 
el Congreso de la República.  



condición de firme, la demanda debe ser declarada improcedente, dado que el 
hábeas corpus contra resolución judicial exige firmeza como presupuesto 
habilitante y no puede activarse frente a decisiones que todavía podrían ser 
cuestionadas dentro del propio proceso penal. 

• La demanda tampoco satisface la segunda exigencia del artículo 9, referida a la 
existencia de una vulneración manifiesta de la libertad individual, pues el 
demandante fundamenta la afectación en la imposición de una pena privativa 
de libertad suspendida de nueve meses, sujeta al cumplimiento de reglas de 
conducta, sin embargo, la sola existencia de una pena suspendida no convierte 
automáticamente la sentencia penal en arbitraria ni permite al juez 
constitucional anular el proceso penal de querella, dado que la restricción 
alegada proviene de una decisión jurisdiccional emitida por un órgano judicial 
identificado, dentro de un proceso penal preexistente, con partes determinadas, 
imputación concreta y desarrollo procesal documentado. 

• Tampoco se satisface la tercera exigencia del artículo 9, vinculada a la tutela 
procesal efectiva, porque los cuestionamientos formulados por el demandante 
no revelan una lesión procesal manifiesta, sino una discrepancia con la 
interpretación judicial sobre la competencia del Juzgado Penal Supremo 
Unipersonal, la no activación del antejuicio político, la inaplicación de la 
inviolabilidad parlamentaria, la ponderación entre libertad de expresión y 
derecho al honor, y la calificación penal de las expresiones materia de querella, 
extremos que corresponden al ámbito propio de la jurisdicción penal y de los 
medios impugnatorios ordinarios o extraordinarios previstos por ley. 

• Además, la sentencia penal cuestionada no aparece, desde el documento 
analizado, como una resolución carente de toda motivación, pues en su 
encabezamiento desarrolla criterios jurisprudenciales sobre la ponderación 
entre libertad de expresión y derecho al honor, precisando que dicho conflicto 
debe resolverse en el caso concreto atendiendo al interés público, la condición 
de la persona afectada, el contexto de las expresiones y su contenido, además 
de invocar el fundamento 84 del caso Kimel vs. Argentina como parámetro de 
ponderación. 

• Así; lo que el demandante presenta como vulneración del juez natural, debido 
proceso, motivación, antejuicio político, inviolabilidad parlamentaria y libertad 
de expresión constituye, en rigor, una pretensión de reexamen constitucional de 
la sentencia penal y de las actuaciones del proceso de querella, pues solicita la 
nulidad de la Resolución N.° 01, la nulidad de todo lo actuado en el Expediente 
N.° 1-2025, la reconducción del proceso al órgano que considera competente y 
la nulidad de la Sentencia contenida en la Resolución N.° 16, lo cual revela que 
la finalidad de la demanda no es restituir la libertad individual frente a un acto 
manifiestamente arbitrario, sino sustituir el sistema impugnatorio penal por 
una revisión constitucional amplia . 

• La demanda debe ser desestimada en este extremo porque parte de una 
premisa constitucional errónea: confunde la condición subjetiva de congresista 
con la activación automática del antejuicio político. Según la jurisprudencia del 



Tribunal Constitucional, el antejuicio político solo procede frente a delitos 
funcionales, esto es, delitos cometidos en el ejercicio de la función pública, 
mientras que los delitos comunes imputados a congresistas durante el mandato 
son de competencia de la Corte Suprema de Justicia, conforme al artículo 93 de 
la Constitución vigente, en el caso concreto, la imputación por difamación 
agravada se refiere a expresiones difundidas en redes sociales y medios de 
comunicación, valoradas por el órgano penal como afectación al honor de una 
persona determinada, por lo que, prima facie, no corresponde reconducir el 
proceso al Congreso, salvo que se acredite de manera inequívoca que tales 
expresiones constituyeron actos propios, necesarios e institucionalmente 
vinculados al ejercicio de la función parlamentaria, extremo que no puede 
presumirse por la sola investidura congresal.  
 

INCIDENCIAS 
 

 Mediante Resolución N° 01 de fecha 04 de Junio del 2026, se admitió a trámite la 
demanda, corriéndose traslado a la Procuraduría del Poder Judicial a fin de que 
emita el descargo pertinente. 

 Mediante la Resolución Nº 03 del 16 de Junio del 2026, se tiene por contestada la 
demanda por parte del Procurador Público Adjunto del Poder Judicial., 
quedando la causa expedita para resolver. 

 Con resolución N° 04 de fecha 31 de Julio de 2026, el Juzgado tiene presente al 
momento de sentenciar, los argumentos expuestos por el accionante.  
 

MARCO JURÍDICO 
 
CONSIDERACIONES GENERALES SOBRE EL PROCESO DE HABEAS CORPUS 
 
PRIMERO: Las garantías constitucionales se definen como los medios o instrumentos 
que la Constitución del Estado pone a disposición de los habitantes para sostener y 
defender sus derechos constitucionales, para recurrir a ellas, debe establecerse: la 
concurrencia de un derecho constitucional o fundamental igualmente cierto, su 
vulneración o amenaza y la determinación de los agentes involucrados, activo en el 
caso del infractor y pasivo en cuanto quien ve vulnerado tales derechos. 
 
SEGUNDO: El Artículo Io del Nuevo Código Procesal Constitucional dispone que los 
procesos constitucionales tienen por finalidad proteger los derechos constitucionales, 
ya sean de naturaleza individual o colectiva, reponiendo las cosas al estado anterior a 
la violación o amenaza de violación de un derecho constitucional, o disponiendo el 
cumplimiento de un mandato legal o de un acto administrativo. 
Bajo esta noción primigenia tenemos que, la demanda de Hábeas Corpus es una 
garantía que opera de trámite inmediato y que está vinculada en esencia, con la 
protección de la libertad individual de la persona humana, a fin de protegerla contra 
los actos coercitivos emanados de cualquier persona o entidad, de cualquier rango, 
jerarquía o competencia, en donde se pretenda o concrete la violación al derecho de 
libertad individual o contra el debido proceso, tutela jurisdiccional efectiva e 
inviolabilidad de domicilio, cuando tales actos aparezcan realizados de modo 
arbitrario, inmotivado, por exceso y/o de manera ilegal en tanto se encuentren 
conexos a la libertad individual. 



TERCERO: Así, la acción constitucional de Hábeas Corpus, conforme lo señalada el 
artículo 200° de la Constitución Política del Estado, procede ante el hecho u omisión, 
por parte de cualquier autoridad, funcionario o persona, que vulnera o amenaza la 
libertad individual o los derechos constitucionales conexos. No obstante, no cualquier 
reclamo en el que se alegue la presunta afectación del derecho a la libertad individual 
o sus derechos conexos puede dar lugar al análisis del fondo de la materia cuestionada 
mediante el habeas corpus, pues para ello, debe examinarse previamente si los hechos 
cuya constitucionalidad se denuncia revistan relevancia constitucional y, luego, si 
agravian el contenido constitucionalmente protegido del derecho fundamental a la 
libertad personal, conforme así lo ha establecido el Tribunal Constitucional, en la 
sentencia recaída en el expediente N° 05437-2011 -PHC/TC. 
En otras palabras, el Hábeas Corpus tiene una función estrictamente protectora y 
reparadora de la libertad individual y por ende se constituye en la máxima garantía a 
la que puede recurrir del ser humano para recobrar la misma. 
 
CONSIDERACIONES RESPECTO AL PROCESO DEL HABEAS CORPUS 
CONTRA RESOLUCIONES JUDICIALES  
 
CUARTO: El artículo 9° del Nuevo Código Procesal Constitucional vigente ha 
establecido que el Habeas Corpus procede cuando “una resolución judicial firme 
vulnera en forma manifiesta la libertad individual y la tutela procesal efectiva. Se 
entiende por tutela procesal efectiva aquella situación jurídica de una persona en la que 
se respetan, de modo enunciativo, sus derechos de libre acceso al órgano jurisdiccional, 
a probar, de defensa, al contradictorio e igualdad sustancial en el proceso, a no ser 
desviado de la jurisdicción predeterminada ni sometido a procedimientos distintos de 
los previstos por la ley, a la obtención de una resolución fundada en derecho, a acceder 
a los medios impugnatorios regulados, a la imposibilidad de revivir procesos 
fenecidos, a la actuación adecuada y temporalmente oportuna de las resoluciones 
judiciales y a la observancia del principio de legalidad procesal penal. 
 
QUINTO: Siguiendo la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, respecto de hábeas 
corpus contra resoluciones judiciales, en reiterada jurisprudencia viene señalando que 
no todas las resoluciones judiciales pueden ser objeto de control constitucional, sino 
solo aquellas resoluciones firmes que vulneran de forma manifiesta la libertad 
individual y los derechos constitucionales conexos a ella, conforme se desprende del 
siguiente texto:   “En efecto, cabe precisar no todas las resoluciones judiciales pueden ser objeto 
de control por el proceso constitucional de hábeas corpus; antes bien y en línea de principio, 
solo aquellas resoluciones judiciales firmes que vulneren en forma manifiesta la 
libertad individual y los derechos conexos a ella, lo que implica que el actor, frente al acto 
procesal alegado de lesivo previamente haya hecho uso de los recursos necesarios que le otorga la 
ley. Y es que, si luego de obtener una resolución judicial firme no ha sido posible conseguir en 
vía judicial la tutela del derecho fundamental presuntamente vulnerado (libertad individual y 
conexos a ella), quien dice ser agredido en su derecho podrá acudir al proceso constitucional, a 
efectos de buscar su tutela”2. 
 

SEXTO.- ANÁLISIS: 

 
2 STC recaída en el Expediente N° 00728-2008-PHC/TC- Lima, Giuliana Flor de María Llamoja Hilares, fundamento jurídico 4. 



1. El actor pretende con la interposición de la demanda de Habeas Corpus, que el 
Juzgado Constitucional, lo declare fundado, y se DISPONGA;  como Pretensión 
principal;  la nulidad de la resolución N° 01, y por consiguiente de todo lo actuado 
en el proceso  penal de querella  en el expediente  1-2025 y se disponga  su  
reconducción  al órgano  competente; Pretensión accesoria; la nulidad de la 
sentencia contenida en la Resolución  N° 16  de fecha 15 de abril de 2026, emitido 
por el Segundo Juzgado  Supremo  Unipersonal  de la Corte Suprema  (Juez  
Norma  Beatriz  Carbajal Chávez),  mediante el cual se condena  como autor del 
delito contra el honor  en la modalidad de difamación  agravada en agravio de  
Delia  Milagros Espinoza  Valenzuela. 

 
2. Refiere el favorecido que, en el contexto fáctico descrito, el cual ha sido presentado 

por la querellante como una supuesta conducta reiterada y sistemática, el proceso 
penal de querella continuó su trámite hasta que, con fecha 7 de abril del presente 
año, el órgano jurisdiccional a cargo de la Jueza Norma Carbajal emitió adelanto de 
fallo, mediante el cual resolvió declarar la responsabilidad penal del querellado 
como autor del delito contra el honor en la modalidad de difamación agravada.  

 
3. Así también refiere el favorecido que mediante resolución 16 del 15 de abril de 

2026, se emitió la correspondiente sentencia. Que se funda en que el querellado 
habría incurrido en un uso abusivo de su derecho a la libertad de expresión, al 
haber emitido expresiones en la que se refiere a la querellante como “aliada del 
terrorismo y de las economías ilegales”. Sin embargo, dicha conclusión parte de 
calificar tales expresiones como imputaciones fácticas carentes de sustento, sin 
desarrollar un análisis suficiente del contexto político, del interés público 
involucrado ni de la naturaleza del discurso emitido por un representante 
parlamentario en ejercicio de sus funciones de control, opinión y crítica.          

 
4. En ese sentido, si bien la demanda cuestiona resoluciones judiciales emitidas en un 

proceso penal que culminó con sentencia condenatoria, de primera instancia, y por 
tanto, existe incidencia sobre el derecho a la libertad personal del favorecido, ello 
no implica automáticamente la procedencia del hábeas corpus, pues corresponde 
verificar si las resoluciones cuestionadas tienen la calidad de firmes, presentan una 
afectación manifiesta al debido proceso, tutela jurisdiccional efectiva o motivación 
de resoluciones judiciales.  

 
5. En ese sentido, el accionante solicita que, al considerar vulnerado su derecho 

constitucional a la libertad y Seguridad Personal, Derecho a la Tutela procesal 
efectiva, vulneración de su derecho a la debida motivación de las resoluciones 
judiciales, derecho a las garantías del debido proceso, interpone la presente 
demanda solicitando se declare fundada la misma.   

6. En el caso que no ocupa, el demandante ha planteado que se declare la nulidad de 
proceso, precisando en su petitorio que, concretamente, las resoluciones N 01 y N° 
16 serían las que lo afectan. 

7. Sobre la Resolución Número Uno. 

8. El demandante señala que la Resolución Uno sostiene que, en esta, (y también en la 
sentencia), se ha omitido motivar porqué se considera un delito común, 
estableciendo este hecho como premisa y no como una conclusión, luego de 



analizar la calidad de los hechos imputados. Así, el demandante considera que tal 
hecho constituye el ejercicio de su actividad funcional y política. 

9. Al respecto encontramos dos resoluciones signadas con el número Uno, cuyas 
copias adjunta el demandante. Así; la resolución Uno del 28 de noviembre de 2025, 
no fue emitida por la magistrada emplazada, sino por los magistrados Neyra Flores 
y Guerrero López, (quienes no han sido emplazados por el demandante); cuyo 
texto dice: 

 

10. Vale decir que, se trata de una resolución de trámite, por la que se designa a una 
magistrada instructora a fin de que se haga cargo de una primera etapa. Si bien, su 
texto, respecto del delito imputado, dice brevemente que se trata de un delito de 
difamación, cuya titularidad es de parte, vale decir que no es de acción pública, se 
está señalando al mismo tiempo que se trata de un delito común por esta misma 
causa, esto es que se trata de una querella y, citan las normas pertinentes a tal 
efecto. Visto así, no puede imputarse a los magistrados que emiten este proceso una 
falta de motivación en este extremo, pues no es una calificación propiamente dicha.  

11. La otra resolución Número Uno, su fecha 11 de diciembre de 2025, se observa que 
se trata de la Resolución que declara INADMISIBLE la demanda, por lo que, no 
resulta razonable exigir un pronunciamiento respecto de lo pretendido por el 
demandante.  



12. El demandante argumenta que, en la Resolución Número Cinco, nuevamente existe 
omisión absoluta de motivación, respecto de su condición de sujeto aforado; sin 
embargo, no solicita de forma expresa la nulidad de esta resolución.  Al respecto, 
debe observarse que, dicha resolución cumple con los requisitos propios de una 
calificación de querella. Las circunstancias eximente y cuestiones personales que,  
corresponden a la persona del querellado, bien pueden exigirse, en este punto a la 
defensa del querellado; sin embargo, respecto de este punto volveremos más 
adelante.  

Motivación de las resoluciones judiciales y oportunidad del control. 

13. El beneficiario sostiene que se habrían vulnerado su derecho a la debida 
motivación al no valorar adecuadamente los medios probatorios ofrecidos por la 
defensa, su condición de congresista en el extremo del derecho al juez natural y la 
prerrogativa del antejuicio. 

14. Sobre este extremo, previamente debe tenerse dos cuestiones: a) La procedencia de 
la demanda de habeas corpus contra resoluciones judiciales, corresponde cuando 
estas tienen la calidad de firmes y b) El pronunciamiento sobre el derecho al 
antejuicio tiene límites, en el tiempo y en relación al tipo de delito. 

15. Debe tenerse presente que, el Tribunal Constitucional, en situaciones en las 
que se impugna más de una resolución, ha tenido como criterio que; la 
resolución que debe ser materia de análisis constitucional, es la resolución 
que adquirió la calidad de firme. Si esta superase el examen de 
constitucionalidad, es inconducente pronunciarse de las demás resoluciones 
inferiores que fueron impugnadas:  

 

“11.- Considerando los criterios de razonabilidad y de coherencia, el control de 

constitucionalidad debe iniciar a partir de la ejecutoria suprema de fecha 

22 de enero de 2007, en la medida que es ésta la que goza de la condición 

de resolución judicial firme, y porque de superar el examen, esto es, si 

resulta constitucional, carecería de objeto proceder al examen de la 

resolución inferior impugnada. Por ello, a efectos de constatar si se ha 

vulnerado no el derecho a la debida motivación de las resoluciones judiciales, este 

Tribunal Constitucional reitera que el examen partirá fundamentalmente de 

los propios fundamentos expuestos en aquella; de modo tal que las 

demás piezas procesales o los medios probatorios del proceso solo 

sirvan para contrastar o verificar las razones expuestas, mas no para ser 

objeto de una nueva evaluación. Ello debe ser así, ya que como dijimos supra, 

en este tipo de procesos al juez constitucional no le incumbe el mérito de 

la causa, sino el análisis externo de la resolución judicial. Y es en atención 

a esta línea de evaluación que resulta pertinente explicar -qué duda cabe- los 

fundamentos de la resolución judicial impugnada a fin de comprobar si son o no 

el resultado de un juicio racional y objetivo desde la Constitución, en las que el 

juez ha puesto en evidencia su independencia e imparcialidad, o por el contrario, 



ha caído en arbitrariedades, subjetividades o inconsistencias” (Exp. 0728-2008-
PHC/TC). 

 
16. A tal efecto, el mismo Tribunal Constitucional señala como doctrina 

jurisprudencial vinculante3 cómo se debe entender la frase “resolución 
judicial firme”, concluyendo que, es aquella resolución judicial contra la 
cual se ha interpuesto todos los recursos previstos en las normas 
correspondientes, agotando recursos antes de interponer la demanda. 
Siendo ese el caso, si la resolución que se reputase firme, no lo fuese, la 
demanda devendrá en improcedente, por aplicación del artículo 9 del 
Nuevo Código Procesal Constitucional.  

 
“3. El artículo 9 del Nuevo Código Procesal Constitucional establece que “el 

habeas corpus procede cuando una resolución judicial firme vulnera en forma 

manifiesta la libertad individual y la tutela procesal efectiva”. En ese sentido, 

debe entenderse que uno de los presupuestos para que se habilite la 

procedencia de un proceso constitucional donde se cuestione una 

resolución judicial necesariamente debe cumplir con el requisito de 

firmeza. Este Tribunal Constitucional, en la sentencia recaída en el Expediente 

04107-2004-HC/TC, ha manifestado que debe entenderse como resolución 

judicial firme aquella contra la cual se han agotado los recursos 

previstos por la ley procesal de la materia, lo que implica el 

agotamiento de los recursos antes de la interposición de la demanda. 

4. Este Tribunal, en reiterada jurisprudencia, ha establecido que las demandas 

de habeas corpus resultan improcedentes si aún se encuentra pendiente 

de resolver el medio impugnatorio interpuesto en la vía ordinaria contra 

la resolución materia de cuestionamiento en los procesos 

constitucionales.” (Expediente N° 03800-2024-PHC/TC) 
 

En el caso que no ocupa, el demandante ha planteado que se declare la 
nulidad de un proceso, precisando en su petitorio, la Resolución N 01 y N° 
16. 

17. Conforme señaláramos líneas arriba, las resoluciones signadas con el 
número Uno son, en un caso, del trámite de distribución y en el otro la 
declaración de inadmisibilidad; por lo que no tiene la calidad exigida en 
criterio constitucional. 

 
3 Cfr. Expediente N° 1815-2025-HC/TC, fj. 4; Expediente N° 0670-2024-HC/TC, fj. 7; Expediente N° 
0307-2023, fj 7, entre otros.  



18. En cuanto a la Sentencia, se tiene de la revisión del Sistema Informático del 
Poder Judicial, área penal, que; la citada Resolución ha sido apelada. En 
consecuencia, tampoco tiene la calidad de firme.     

19. La cuestión señalada tiene además base legislativa, pues se señala 
expresamente en el artículo 9° del código Procesal constitucional lo 
siguiente: 

Artículo 9. Procedencia respecto de resoluciones judiciales 
19.1.1. El amparo procede respecto de resoluciones judiciales firmes 

dictadas con manifiesto agravio a la tutela procesal efectiva, que 
comprende el acceso a la justicia y el debido proceso. Es 
improcedente cuando el agraviado dejó consentir la resolución que 
dice afectarlo. 

19.1.2. El habeas corpus procede cuando una resolución judicial firme 
vulnera en forma manifiesta la libertad individual y la tutela 
procesal efectiva. 

 

Visto así; el control de constitucionalidad está privado de hacer su ejercicio 
respecto de una resolución que no tiene tal calidad de firme. En efecto, el 
razonamiento es que, precisamente por haberse impugnado la resolución, 
debe agotarse la vía ordinaria, donde el impugnante puede exigir el debido 
pronunciamiento de cada una de sus alegaciones, tanto de carácter 
valorat9rio como de carácter jurídico, de modo que, la instancia superior, 
emita un pronunciamiento válido y debidamente motivado. 

20. Sin perjuicio de ello, específicamente respecto del principio del Juez natural,  
se tiene presente que, es posible cuestionar, tanto en la vía ordinaria, como 
en la vía constitucional, la pretensión del demandante. Esto es, la 
competencia del órgano que lo está juzgando, en cuyo caso, debe igualmente 
haberse cuestionado previamente ante el juez de la causa, de manera 
incidental. Es decir que, el demandante pudo haber formulado la excepción 
procesal correspondiente o cuestionar vía nulidad, al interior del proceso. 
Empero, del Texto de la Sentencia cuestionada, Resolución Número 16, se 
tiene lo siguiente: 



De este texto, se puede inferir dos cuestiones; i) El beneficiario de este 
proceso, si bien ha argumentado en su alegato, el tema de su condición de 
aforado, no ha invocado formalmente el artículo 93, no ha deducido una 
cuestión procesal y no hubo un pronunciamiento incidental al respecto y; ii) 
Sin perjuicio de la ausencia de articulaciones de su defensa, el juzgado se 
pronuncia de manera expresa, en línea argumentativa que existe 
antecedentes jurisprudenciales de la Corte Suprema, en los que, en casos de 
querella, se ha considerado delito común y como tal, el procedimiento 
realizado habilita su competencia de la justicia ordinaria, sin necesidad del 
procedimiento parlamentario previo. Al respecto, debe añadirse que, este 



solo fundamento puede considerarse motivación suficiente, en tanto, ha sido 
solo una alegación de su defensa.        

21. Empero, considerando que esta resolución ha sido impugnada, reiteramos, 
que no tiene calidad de firme, no está habilitada la competencia de la justicia 
constitucional para hacer el control correspondiente.   

22. De otro lado, debe observarse que, la argumentación de la demanda va en 
dos líneas; i) las declaraciones hechas por el querellado no constituyen 
difamación y ii) El querellado, por su condición de congresista, 
necesariamente debe ser previamente sometido al procedimiento 
parlamentario. 

23. Respecto del primer elemento, debe observarse que; a) Es un tema de 
valoración, propio de la justicia ordinaria; cuya decisión no tiene calidad de 
firme y; b) la pretensión de que exista un previo procedimiento 
parlamentario, tiene límites en el tiempo y límites materiales. Límites en el 
tiempo, en cuanto el hecho imputado debe haber ocurrido dentro del 
periodo de sus funciones y, límites materiales, en cuanto al tipo penal o de 
delito imputado. Concretamente, respecto de la querella, existe 
jurisprudencia que contradice los fundamentos del demandante. Así el 
siguiente fundamento del Tribunal constitucional:      EXP. N.O 0026-2006-
PI/TC.  

El abuso del cargo para difamar y la tutela jurisdiccional efectiva. 
La hermenéutica parlamentaria enseña que en el fragor del debate suelen usarse 
expresiones que agravian a uno o más Congresistas. La renuencia al retiro de las 
palabras que se consideran ofensivas da lugar a las sanciones que permite la 
Constitución y que el Reglamento regula. Empero, es distinta la situación cuando, 
fuera del debate, se difama a personas o instituciones. El Congresista que así actúa 
no puede invocar su fuero parlamentario en busca de impunidad. El agraviado, como 
persona, tiene el amparo del artículo 10 de la Constitución y su derecho 
fundamental al honor y buena reputación, que preserva el artículo 2°-7 de la misma 
Carta.  
Por ende, si se inicia querella penal contra el agente del hecho, corresponde al 
Congreso permitir el trámite de tal proceso. Se afectarían principios-derechos 
fundamentales, reconocidos en la Constitución y en varios tratados internacionales, 
si, como lo pretenden los demandantes, se sobreprotege a los Congresistas, con 
menoscabo de los ciudadanos comunes y corrientes. Estos dirían: Idem est non 
habere actionem et habere inanem4,.  

 

24. De otro lado, la argumentación del demandante es que, no solo se trata de su 
propia persona y su calidad de congresista, sino la calidad de la querellante que es 
también una funcionaria pública y los temas fueron de interés público. Elementos 

 
4  (Da igual no tener el derecho que tenerlo vacío) 



que podrían distanciar la decisión, respecto de la argumentación de los 
fundamentos glosados en esta sentencia del Tribunal Constitucional, por lo que, el 
tema es debatible y siendo que, reiteramos, no tiene la calidad firme, no es posible 
hacer un control de constitucionalidad de la motivación, ni de los fundamentos de 
la impugnación, respecto de los privilegios parlamentarios, fundamentos por los 
que debe desestimarse la demanda por improcedente.   

 
CONCLUSIÓN 
 
Estando a lo anteriormente expuesto, esta judicatura, considera que, en el presente 
caso, se ha dado la causal de improcedencia establecida en el artículo 9° del Código 
Procesal Constitucional, y en aplicación contrario sensu del artículo 1 del mismo 
cuerpo de leyes acotado; en virtud de lo cual, el Señor Juez del Quinto Juzgado 
Constitucional de Lima , SE RESUELVE: 
1.- DECLARAR IMPROCEDENTE La demanda de Habeas Corpus promovida por el 
ciudadano FERNANDO ROSPIGLIOSI CAPURRO, a su favor,  contra el PODER 
JUDICIAL por supuesto atentado contra su Libertad Individual- DERECHO AL 
JUEZ  NATAURAL y, 
2.- MANDO: Notificar la presente resolución y consentida y/o ejecutoriada que sea la 
presente resolución se archive definitivamente lo actuado, tomándose razón donde 
corresponda. -  
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